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En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los Veintisiete días del mes de Mayo  de dos mil ocho, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes de la Pcia. de Buenos Aires, Dres. EMILIO ARMANDO IBARLUCIA, CARLOS ALBERTO VIOLINI Y ROBERTO PEDRO SANCHEZ, con la presencia de la Secretaria actuante, para dictar sentencia en el Expte. Nº 111.764, en los autos: “COOP. RURAL ELECTRICA BRAGADO  C/  COOP. DE PROVISION DE SERVICIOS PARA COOP. DE SERVICIOS PUBLICOS CRECES LIMITADA  S/  ACCION DE NULIDAD”.-


La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esenciales de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del C.P.C.-


1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?


2ª.) ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?


Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Ibarlucía, Sanchez y Violini.


VOTACION


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:


I.- La sentencia de fs. 254/57 es apelada por la actora, que expresa agravios a fs. 264/72, los que son contestados a fs. 274/78.

II.- Cooperativa Rural Eléctrica Bragado Ltda.. (CRE) promovió demanda contra Cooperativa de Provisión de Servicios para Cooperativas de Servicios Públicos Creces Ltda. (CRECES), con el objeto de que se declarara la nulidad de la asamblea general extraordinaria llevada a cabo el 15/04/03, que confirmara la resolución del consejo de administración por la cual se la excluyera de su seno.

Fundó su pedido en el art. 62 de la ley 20.337 y alegó en primer lugar que se había violado su derecho de defensa, y en segundo término atacó las causales de expulsión.

Respecto de lo primero dijo que el consejo de administración tomó la decisión el 19/12/02, lo que notificó por carta-documento sin proporcionar los fundamentos, ante lo cual la actora le pidió que se las brindara y copia del acta respectiva sin éxito. En tales condiciones – y frente al vencimiento del plazo para recurrir - presentó escrito de apelación ante la asamblea general ordinaria, invocando la violación del derecho de defensa, por no habérsele hecho saber las imputaciones, ni oportunidad de hacer su descargo y ofrecer prueba. Luego se le hizo entrega de copia del acta del consejo, lo que motivó que rechazara los cargos y reservara el derecho de defenderse. CRECES convocó a asamblea general extraordinaria para el día 15/04/03 para tratar, entre otros, el tema de la expulsión decidida por el Consejo.

Continuó diciendo que, celebrada la asamblea, sin deliberación previa y sin contar con la totalidad de los elementos que permitieran evaluar la decisión del consejo, se ratificó la resolución sin tratar el escrito de apelación ni oir al representante de CRE, Fernando Franzoni, a quien, por el contrario, se lo invitó a retirarse. Ante ello, la actora intimó por carta-documento a que le entregaran copia de la totalidad e la documentación tenida en cuenta para la exclusión sin recibir respuesta.

Refutó luego las causales de la expulsión, a saber: a) asociación de CRE a FEDECOBA; b) declaraciones del tesorero de CRE, Juan Aramendi, a la prensa; c) declaraciones del Presidente de CRE, Franzoni, a la prensa; y d) presentación de documentación falsa.

En relación a a), dijo que no era motivo de exclusión, dado que el art. 11 del estatuto no lo prohibía, y además otras cooperativas asociadas a CRECES estaban a afiliadas a esa entidad. En relación a los cargos b) y c), sostuvo, entre otras cosas, que no podían ser causal de exclusión dado que no podía sancionarse la libertad de expresión. Y respecto del cargo d) lo negó terminantemente.

Contestó la demanda CRECES pidiendo su rechazo. Manifestó que no había habido violación del derecho de defensa, y que los delegados presentes en la asamblea obraron con la documentación necesaria en su poder, estando el Presidente de CRE presente. En relación a las causales de exclusión, dijo que no era posible la asociación de CRE a FEDECOBA, dado que no era posible la adhesión a más de una entidad que prestara los mismos servicios y dijo desconocer que otras asociadas fueran integrantes de esta última. Respecto de las declaraciones públicas de Aramendi y de Franzoni, dijo que no eran aceptables dado que contribuían al desprestigio de CRECES. Finalmente, expresó que no se daba ninguna causal de nulidad de la asamblea, dado que no había habido violación de la ley, del estatuto o de los reglamentos, como exigía el art. 62 de la ley de cooperativas.

Producida la prueba, se dictó sentencia, pronunciándose el juez por el rechazo de la demanda. En primer lugar, sostuvo que no constituía requisito de validez de la asamblea que se hubiera contado con la totalidad de los elementos y que hubiera deliberación, y que, desde el punto de vista formal la decisión asamblearia era incuestionable, habiéndose ajustado a derecho, de acuerdo a la ley y al estatuto. En cuanto al fondo de lo decidido, dijo que no formaba parte esencial del reclamo.

III.- En sus agravios, la actora expresa que la sentencia constituye una nueva violación a su derecho de defensa, dado que omite tratar cuestiones esenciales, y no ha interpretado correctamente la prueba producida.

Reitera la narración de los hechos, insistiendo en que nunca se le anotició de los cargos que se le formularan, de lo que se enteró luego de que se viera obligada a interponer el recurso de apelación ante la asamblea, y, realizada ésta, la confirmación de la decisión del consejo de administración se tomó sin deliberación previa, y sin contar con la totalidad de los elementos que el mismo había tenido en cuenta. Critica que el sentenciante haya considerado que esto último no era un requisito de validez, y que, en tal inteligencia las decisiones del consejo se volvían irrecurribles. Sostiene que desde la misma convocatoria a la asamblea se excluyó el tratamiento del recurso de apelación, lo que a su vez, se encuentra demostrado por la prueba testimonial y la respuesta que diera la demandada a la medida para mejor proveer que se ordenara. En tales condiciones, la asamblea se limitó a ratificar la decisión del consejo, lo que lleva a que la única vía que le quede para que sea atendido su derecho es la judicial.

Se agravia también de que el magistrado haya considerado que el fondo del asunto no formaba parte esencial del reclamo cuando en la demanda se cuestionaron todas  las causales de exclusión alegadas, manifestándose que no se había incurrido en conducta alguna encuadrable en el inc. c) del art. 13 del estatuto, cuestionamiento que vuelve a formular.

En su responde, la demandada expresa que la acción de nulidad carece de toda finalidad apreciable material y moralmente, y por lo tanto adolece de interés jurídico, toda vez que la actora se halla afiliada a FEDECOBA, que le presta los servicios que antes recibían de CRECES, según ha admitido el representante de la actora al absolver posiciones.

En relación a la violación del derecho de defensa, dice que ningún impedimento tuvo la actora para anoticiarse de las causales de exclusión. Manifiesta que del art. 13 del estatuto no surge que el consejo de administración deba recurrir a un procedimiento administrativo previo para decidir la exclusión de un asociado. Respecto del cuestionamiento a las causales que se invocaran, defiende la legitimidad de la decisión adoptada.

IV.- 1.- La cuestión de la falta de interés jurídico en la acción de nulidad entablada.

Al contestar la expresión de agravios, la demandada introduce como defensa que la actora carece de interés en la acción promovida, dado que los servicios que le prestaba CRECES los recibe de FEDECOBA. Siendo que la afiliación a ésta por la actora era preexistente a la interposición de la demanda y aún una de las causales de la exclusión tenidas en cuenta para la exclusión cuestionada, tal defensa debió articularse ante el juez de primera instancia, careciendo esta alzada de facultades para resolver sobre el particular (art. 272 C.P.C.C.).

No obstante, es de señalar que si la defensa hubiese sido articulada, la carga de la prueba acerca de la identidad entre los servicios prestados por FEDECOBA y CRECES corría por parte de la accionada (art. 375 C.Proc.). En autos tal prueba no se produjo, ya que no es suficiente al respecto la respuesta a la posición n° 22 del representante de la actora, dado que, además de no haberse respondido a una posición formulada en términos afirmativos (art. 409 C.Proc.), no surge de ella la identidad de prestaciones aludida. La exclusión es la sanción disciplinaria más grave que puede adoptarse, lo que obliga a seguir un criterio interpretativo restrictivo a su respecto, debiendo estarse a lo que favorezca al acusado y al mantenimiento del vínculo asociativo (Cuesta, Elsa, “Derecho Cooperativo”, T. I, Abaco, Bs. As., 1987). Tal temperamento se impone cuando se advierte que se ha probado en autos que otras cooperativas asociadas a CRECES son, además, afiliadas a FEDECOBA (conf. surge de la nómina de asociados de ambas entidades que obran a fs. 180/88  y fs. 194/201), y tal circunstancia es admitida como posible por el representante legal de CRECES al absolver posiciones (fs. 178vta., pos. 27).

2.- La impugnación por violación del derecho de defensa.

La acción deducida se funda en el art. 62 de la ley 20.337, que contempla la impugnación de las decisiones tomadas por las asambleas de las entidades cooperativas ante el juez competente por violación de la ley, el estatuto o el reglamento.

La primera causa de nulidad alegada por la actora es la violación de su derecho de defensa, y  al respecto es necesario partir del citado criterio restrictivo con que la ley debe interpretarse en cuanto a la sanción más grave que puede adoptarse en relación a un asociado. Dice la autora arriba citada que por ello la exclusión se rige por los principios del derecho penal, que es el criterio seguido por el legislador cuanto en el art. 8 inc. 6°  exige la inclusión en el estatuto social de las causales de exclusión, y el criterio restrictivo implica reconocer el derecho de defensa del asociado frente a la acusación de que es objeto, sobre todo cuando se trata de la pérdida de la calidad de asociado, lo que conlleva la facultad de recurrir la medida, ofrecer descargos y aportar pruebas (ob. cit, ps. 250/51).. 

El art. 13 del estatuto de la entidad demandada contempla como causales de exclusión las contempladas en el estatuto-tipo, a saber: a) incumplimiento debidamente probado de las disposiciones del estatuto y de los reglamentos sociales; b) incumplimiento de las obligaciones contraídas con la cooperativa, y c) comisión de cualquier acto que perjudique moral o materialmente a la cooperativa. Asimismo, prevé que en cualquiera de esos casos, la asociada excluida puede apelar ante la asamblea ordinaria o la extraordinaria dentro de los treinta días de notificada de la medida, teniendo el recurso efectos suspensivos (fs. 204vta./205). 

Va de suyo que la apelación de la medida dispuesta por el consejo de administración es para que sea “tratada” por la asamblea, y como dice Elsa Cuesta, ante lo extremo de la sanción de exclusión, debe ser prudentemente evaluada y analizada escrupulosamente (ob. cit.,  p. 252).

Hasta tal punto debe respetarse el derecho de defensa en la vida interna de las cooperativas que la autoridad de aplicación en el orden nacional tiene reglamentado cómo deben ser tratadas las apelaciones de las sanciones de exclusión ante las asambleas, previendo que debe asegurarse el asesoramiento por profesionales de las ciencias jurídicas durante el desarrollo de las mismas en que la exclusión fuera tema de debate, y aún de profesionales en ciencias económicas si fuera necesario (Resol. SAC 203/89 del 28/02/89, ratificada por Resol. INAES 1810/2007, en www.inaes.gov.ar , ver “resoluciones vigentes”). En los fundamentos se dice expresamente que el art. 23 de la ley 20.337 se vincula con el derecho de defensa, y que es conveniente el asesoramiento aludido para neutralizar la situación de desigualdad que puede producirses cuando las entidades cuentan con asistencia profesional. 

En el caso de autos, el consejo de administración por acta de fecha  19/12/02 decidió la exclusión de la cooperativa actora (fs. 34), y al notificársele la medida no se le hizo saber las causales de la misma (fs. 39), motivo por el cual pidió por escrito que se le hicieran saber (fs. 38). A este pedido CRECES respondió pidiendo que le entregara el acta de distribución de los cargos del consejo de la actora (fs. 37), y ésta se vio obligada  a presentar el escrito de apelación – ante el temor del vencimiento del plazo para apelar – sin conocer las causales de exclusión (fs. 35/36, copia del escrito no cuestionado por la accionada). Recién el 5/02/03  CRECES entregó a la actora copia del acta del consejo (fs. 33), enviando CRE una carta-documento reiterando la violación de su derecho de defensa y rechazando por mendaces las causales de destitución (fs. 31).. El 11/03/03 CRE pidió a la demandada que le exhibieran la documentación sobre la base de la cual la habían expulsado (fs. 30), y  el 21/03/03 ésta le notificó la convocatoria a asamblea general extraordinaria, con la inclusión de la decisión del consejo en el orden del día (fs. 28).

De lo referenciado surge con claridad que la actora, al presentar su escrito de apelación no había sido notificada formalmente de las causales por las cuales se dispusiera su exclusión, omisión grave que obligaba a que en el acto de la asamblea general extraordinaria  se subsanara, brindándole la oportunidad de ejercer ampliamente su derecho defensa; esto es: fundamentar su recurso, y darle la oportunidad de ofrecer prueba. Ahora bien, del acta de la asamblea que en fotocopia certificada luce a fs. 70/82 no se desprende que ello haya ocurrido.

En efecto, consta en el acta que “en la consideración del tema”, los delegados presentes resuelven por decisión unánime la exclusión de la asociada, con la excepción del representante de la entidad excluida, a quien se le hace saber que su objeción, ante  la decisión adoptada, “carece de fundamento”, y se ratifica la exclusión, procediendo luego aquel a retirarse.

Es decir, no surge del acta que se le haya conferido al representante de CRE la oportunidad de fundamentar su recurso, ya que ni siquiera se dejó constancia de que se le haya conferido la palabra para exponer sus argumentos. Sólo surge de la misma que se leyó la decisión del consejo y a continuación se pasó a votación. La ratificación es posterior a la lectura del acta del consejo que cumple las veces de una acusación, sin que conste la oportunidad de defenderse por parte de la cooperativa acusada La asamblea procedió a ratificar sin más, sin oír a la acusada, sin deliberar, sin considerar argumentos de ninguna especie. Ello se haya corroborado por la declaración del testigo Majluff (fs. 226), que, aunque le comprenden las generales de la ley por ser dependiente de la actora, sus dichos no son contrarrestados por ningún otro elemento de prueba. Por el contrario, a fs. 249 el juez subrogante interviniente, luego de  presentados los alegatos como medida para mejor proveer, requirió a la demandada que acompañara las constancias documentales de recepción y trámite dado al recurso de apelación presentado por la actora, respondiendo esa parte que no había otra cosa que la documentación presentada en autos (fs. 251).

Al respecto, es inaceptable lo manifestado por el juez en el sentido de que la falta de deliberación no constituye un requisito de validez de la resolución asamblearia. La voluntad social no es la mera expresión del cómputo de voluntades a fin de determinar la mayoría y la minoría, sino que es el resultado del debate, de la consideración del tema a tratar mediante la exposición de las opiniones divergentes, que permite a los asociados presentes adoptar  la decisión que  mejor satisface el interés social. Por ello el debate es esencial a la formación de la voluntad social y si de cualquier modo se obstaculiza e impide, dicha voluntad se haya viciada de nulidad. Téngase en cuenta que la asamblea es el ámbito natural para el ejercicio del principio democrático,  conforme lo reconoce la Alianza Cooperativa Internacional, y es consagrado en los caracteres de los entes cooperativos enumerados en el art. 2 de la ley (Cuesta, ob. cit., p. 345), y en las diversas disposiciones que contemplan la deliberación (arts. 47, 57 y cctes.). 

Lo expuesto es suficiente para anular la resolución adoptada por la asamblea, pero existe otra cuestión de forma que no puedo pasar por alto. Conforme surge del acta votaron por la ratificación todos los delegados de las cooperativas presentes, salvo el de la excluida, de donde se desprende que también votaron los delegados miembros del consejo de administración y la sindicatura, en violación al art. 54 de la ley 20.337, que prohíbe hacerlo cuando se trata de cuestiones que hacen a su responsabilidad o gestión (conf. Ferres – Cavagnaro - Mendez, “Cooperativas. Ley 20.337” Depalma,   Bs. A., 1987, p.435).

 
La garantía constitucional del derecho de defensa y del debido proceso (arts. 18 C.N.) no se circunscribe al procedimiento judicial. Su respeto ha sido exigido invariablemente por la Suprema Corte de la Provincia, de forma tal de habilitar la revisión judicial para verificar su cumplimiento (B. 49.109, B. 48.976, B. 49.131, B. 49.364, B. 50.633, B. 53.040, entre otras), y aún para revisar las decisiones de órganos representativos de la voluntad popular, en casos como la suspensión o destitución de concejales o intendentes (B. 536.221 del 26/03/91, B. 5590.491 del 9/06/98, entre otros). Asimismo, la  Corte Suprema Nacional a partir de los casos “Graffigna” (Fallos: 308:961; 1986) y “Nicosia” (Fallos: 316:2940; 1993) dejó de lado la tradicional doctrina de irrevisibilidad de todos los aspectos referidos a los juicios políticos para sentar la doctrina de que siempre es controlable que se haya resguardado el derecho de defensa (“Magín Suárez”, Fallos: 308:2609; “Lamonega”, Fallos: 311:200; “Del Val”, Fallos: 313:584; “ATE San Juan, Fallos: 317:874; “Vicat”, Fallos: 324:1932), lo que se ha ratificado luego de la reforma de 1994 en relación a la remoción de magistrados por el Jurado de Enjuiciamiento (“Herrera, Rodolfo”, LL. del 29/11/07), y este principio ha sido seguido en nuestra provincia por el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados (J.E.M.F., 1068, RSD.22-3, 25/08/03; 12, RSD-27-6, 23/11/06, JUBA).

La reglamentación de la apelación ante la asamblea hecha por  la autoridad de aplicación arriba citada (Resol. SAC 203/89) se inscribe en esta línea de considerar sagrado el derecho de defensa, y entiendo que existen fuertes motivos para entenderlo de esa manera dado que las cooperativas de servicios públicos son entidades con finalidad social. Son concesionarias de servicios vitales para la comunidad, y ejercen esa función con las preferencias que, en el orden provincial, les confiere la Ley Orgánica de Municipalidades (arts. 41, 44 y 53   dec.ley 6769/58; S.C.B.A. B. 54.685, 30/09/97, “Cooperativa Ltda.. de Servicios Eléctricos de Pehuajó”, voto del Dr. Hitters, L.L.B.A., 1998, p. 710). Ello no cambia por tratarse, como en el caso, de una cooperativa de provisión de servicios para cooperativas, dado que si se exige a las asociadas el respeto del derecho de defensa en su organización interna, no hay razones para no hacerlo respecto de la cooperativa que las agrupa y les provee servicios. 

Por ello, propongo que se revoque la sentencia apelada, y se haga lugar a la nulidad articulada por violación de la ley 20.337, del estatuto social y de los reglamentos (Resol. SAC 203/89) (art. 62 ley 20.337).

3.- La impugnación de las razones de fondo de la decisión de la asamblea.

La conclusión arribada al tratar el punto anterior me eximen de abordar el cuestionamiento a las causales de exclusión consideradas por la asamblea, pero no puedo dejar de señalar que llama la atención que el sentenciante diga que no han formado parte esencial del reclamo, dado que claramente surge su impugnación como causales de la nulidad esgrimidas en la demanda. Y tampoco puedo dejar de destacar que la regla general de que el art. 62 de la ley 20.337 sólo admite la impugnación por razones formales o vicios de procedimiento no es absoluta, admitiéndose en doctrina que el contenido de las resoluciones también puede ser motivo de nulidad de las resoluciones asamblearias cuando traducen arbitrariedad, desviación de poder o ser manifiestamente contrario al interés social. En tal sentido, Cuesta ejemplifica con los casos en que se vulneran derechos inalienables de los asociados, que implican verdadero abuso del derecho (art. 1071 C.C.) (ob. cit., ps. 422/25). 

V.- En cuanto a las costas, propongo que se impongan en ambas instancias a la demandada en su calidad de vendida (art. 68 C.P.C.C.).

VOTO POR LA NEGATIVA.-

Los señores jueces Dres. Sanchez y Violini, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emiten sus votos en el mismo sentido.

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:

De acuerdo a la forma en que ha quedado votada la cuestión anterior, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1°.- Revocar la sentencia apelada, y declarar la nulidad de la resolución de la asamblea general extraordinaria llevada a cabo por la demandada el 15 de abril de 2003, en cuanto confirmó la decisión del consejo de administración de excluir como asociada a la entidad actora.

2°.- Imponer las costas en ambas instancias a la accionada.

ASI LO VOTO.-


Los señores jueces Dres. Sanchez y Violini, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emiten sus votos en el mismo sentido.

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente:


S  E  N  T  E  N  C  I  A 

Y VISTOS:


                  CONSIDERANDO:


Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales, ha quedado resuelto que la sentencia apelada debe ser revocada.

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede, SE RESUELVE: 

1°.- REVOCAR la sentencia apelada, y declarar la nulidad de la resolución de la asamblea general extraordinaria llevada a cabo por la demandada el 15 de abril de 2003, en cuanto confirmó la decisión del consejo de administración de excluir como asociada a la entidad actora.

2°.- IMPONER las costas en ambas instancias a la accionada. NOT. Y DEV.-

Firman: Dr. Emilio A. Ibarlucía  -  Dr. Carlos A. Violini

              Dr. Roberto P. Sanchez.

             Ante mi, Gabriela A. Rossello.
